TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

      Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos

      Pereira, septiembre trece (13) de dos mil dieciocho (2018)

      Expediente No. 66170-31-10-001-2018-00090-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el pasado 9 de agosto, por medio del cual se sancionó a los Drs. César Alfonso Grimaldo Duque y Seird Núñez Gallo, en su orden Director de Prestaciones Económicas y Gerente de Recaudo y Compensación de la Nueva EPS, con arresto de cinco días y multa de dos salarios mínimos legales mensuales, como responsables del desacato a un fallo de tutela.

A N T E C E D E N T E S

1. Mediante sentencia proferida el 14 de marzo de 2018, el juzgado de conocimiento concedió la tutela solicitada por el Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos de Dosquebradas, en representación de la señora Cruz Amparo Guerrero, y ordenó: a) a la Gerente Regional de la Nueva EPS autorizar la valoración por medicina laboral de la demandante y adelantar las gestiones necesarias para someterla al procedimiento de reemplazo protésico de cadera y b) al Director de Prestaciones Económicas y al Gerente de Recaudo y Compensación de esa entidad reconocer y pagar las incapacidades laborales otorgadas a la accionante.

2. El 24 de julio pasado, el promotor de la acción informó que la demandada incurrió en desacato, pues no había practicado la citada intervención ni cancelado las incapacidades concedidas desde el 5 de abril al 21 de julio de este año.
3. Por auto del 10 de julio (sic) se requirió a la Gerente Regional y al Director de Prestaciones Económicas de la Nueva EPS, para que en el término de 48 horas días dieran cumplimiento al fallo de tutela o manifestaran las razones que les impedía obedecerlo. Además se dispuso oficiar al Presidente y al Gerente de Recaudo y Compensación de esa entidad para que ordenaran acatarlo o iniciaran los trámites disciplinarios correspondientes frente a aquellos funcionarios.

4. Solamente se pronunció la mencionada Gerente Regional. Por medio de apoderado señaló que ya se había autorizado el procedimiento de reemplazo protésico total primario de cadera y que ya se habían cancelado las incapacidades otorgadas del 1º de diciembre de 2017 al 4 de abril de 2018 y que las concedidas del 6 de mayo al 6 de julio de ese año se encontraban aprobadas.  
5. El 30 siguiente se ordenó dar apertura al incidente de desacato contra el Director de Prestaciones Económicas, el Gerente de Recaudo y Compensación y la Gerente Regional de la Nueva EPS, a quienes se concedió el término de tres días para que allegaran las pruebas que pretendieran hacer valer.
6. El citado apoderado refirió que la autorización del procedimiento de reemplazo protésico total primario de cadera fue radicada en la entidad Socimédicos SAS, sociedad que es la encargada de llevarlo a acabo y reiteró lo relativo a aquellas incapacidades, a lo que agregó que las otorgadas del 8 de junio al 21 de julio de este año se encontraban en estado de “transcritas o autorizadas”.   
7. Mediante proveído del 3 de agosto se decretaron pruebas.

8. El 9 del citado mes último se dictó el auto motivo de consulta. Allí se indicó que no se impondría sanción alguna a la Gerente Regional de la Nueva EPS pues se había constatado, con la hija de la accionante, que el procedimiento ordenado se había llevado a cabo el 6 de agosto anterior.
6. En esta sede, en atención a lo informado por la accionada relativo al pago de algunas de las incapacidades otorgadas a la actora, por auto del 31 de agosto se requirió a esa entidad para que informara si ya se habían cancelado las que fueron concedidas entre el 5 de abril al 21 de julio de este año.
En respuesta, se señaló que de esas prestaciones solo resta por pagar la que corresponde a la segunda incapacidad del mes de mayo, por valor de $412.757, a lo que se procederá “en los próximos días”.

El 10 de septiembre último, la accionante, con quien esta Sala se comunicó vía telefónica, manifestó que ese saldo ya había sido cancelado íntegramente y por tanto que la Nueva EPS se encontraba a paz y salvo.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que señale la ley. Por medio de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza.

2. Corresponde a esta Sala definir si debe mantenerse la sanción por desacato objeto de consulta o si en la actualidad la omisión que llevó a imponerla, se encuentra superada.
3. El incidente por desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela, la que debe ser impuesta por medio de un trámite especial 
que garantice los derechos de defensa y el debido proceso, para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

El artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, que otorga facultades al juez para obtener el cumplimiento del fallo, dice en su parte pertinente:

“Cumplimiento del fallo. Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora.

“Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél...”.
4. En el asunto bajo estudio, como ya se indicara, mediante sentencia del 14 de marzo de último, el Juzgado de Familia de Dosquebradas concedió la tutela solicitada en nombre de la señora Cruz Amparo Guerrero y ordenó a la Gerente Regional de la Nueva EPS aprobar la valoración por medicina laboral de la demandante y adelantar las gestiones necesarias para someterla a la intervención de reemplazo protésico de cadera y al Director de Prestaciones Económicas y al Gerente de Recaudo y Compensación de esa entidad pagarle las incapacidades laborales otorgadas.

5. En el escrito por medio del cual se dio cuenta del incumplimiento en que ha incurrido la EPS accionada, se expuso que no se había llevado a cabo el citado procedimiento, ni cancelado las incapacidades concedidas desde el 5 de abril al 21 de julio de este año.
6. En el curso de la primera instancia se acreditó el cumplimiento de la orden dirigida a practicar la mencionada cirugía y en esta sede, la entidad demandada manifestó que ya se habían sufragado esas prestaciones, salvo la que corresponde al segundo periodo del mes de mayo cuyo pago fue aprobado y se realizaría en “los próximos días”.  
Para establecer la veracidad de ese hecho, esta Sala se comunicó con la accionante quien informó que la entidad efectivamente ya había pagado totalmente la suma adeudada por esas prestaciones
.    
7. Significa lo anterior que los derechos fundamentales de la demandante se encuentran salvaguardados.
No obstante que la orden contenida en la sentencia se acató por fuera del término otorgado con tal fin, se revocará el auto objeto de consulta y se abstendrá la Sala de imponer sanción alguna, de acuerdo con lo enseñado por la Corte Constitucional, que el objeto del incidente por desacato no es el de imponer sanciones, sino obtener el cumplimiento de la orden dada. Así, ha dicho: 

“35. Entonces, el desacato es un mecanismo de creación legal “que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales”. Así, el desacato ha sido entendido “como una medida que tiene un carácter coercitivo, con la que cuenta el juez constitucional para conseguir el cumplimiento de las obligaciones que emanan de sentencias de tutela”. En otras palabras, “el principal propósito de este trámite se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional”. Por esa razón, “la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma, sino que debe considerarse como una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia”
…”
 
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,  

R E S U E L V E 

REVOCAR el auto proferido el 9 de agosto pasado, por el Juzgado de Familia de Dosquebradas. En su lugar, se abstiene de sancionar a los Drs. César Alfonso Grimaldo Duque y Seird Núñez Gallo, en su orden Director de Prestaciones Económicas y Gerente de Recaudo y Compensación de la Nueva EPS, por el incumplimiento a la orden impuesta en el fallo proferido en la acción de tutela adelantada por la señora Cruz Amparo Guerrero.

Notifíquese, 

La Magistrada,




        CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



� Folio 54 cuaderno No. 2


� Sentencia T-171de 2009, MP. Humberto Sierra Porto. 


� Sentencia T-633 de 2013, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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